STJSL-S.J. – S.D. Nº 016/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a once días de febrero de dos mil dieciséis, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ACEVEDO JUAN CARLOS, SANTANA FABIO D., AMAYA RAMÓN H., RUIZ ALEJANDRO J. – TORTURAS SEGUIDO DE MUERTE - RECURSO DE CASACION” - IURIX Nº 77400/10.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. 907 el abogado defensor de los imputados Juan Carlos Acevedo y Fabio Santana, interpone recurso de casación, el que es fundado a fs. 910/916, en contra de la Sentencia Interlocutoria Nº 87 de fecha 08/06/15 dictada por la Excma. Cámara del Crimen Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 900/902 vta. de autos, que resuelve rechazar el recurso de apelación interpuesto por la defensa confirmándose la resolución recurrida, y no hacer lugar al planteo de inconstitucionalidad del art. 62 inc. 1º del Cód. Penal. La resolución apelada es el Auto Interlocutorio Nº 621 de fecha 06/11/14, dictado por el Juez del Juzgado de Instrucción en lo Penal y Correccional Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, que resuelve no hacer lugar al planteo de inconstitucionalidad  del inciso 1º del art 62 del Cód. Penal y declara no prescriptas las acciones penales seguidas contra Juan Carlos Acevedo y Fabio Daniel Santana, en relación al delito de torturas seguidas de muerte (art. 144 ter, inc. 21 del C. Penal (fs. 867/875). 

2) Manifiesta el recurrente, que la Cámara del Crimen al resolver la apelación incoada no arbitra ni siquiera un tratamiento mínimo para la cuestión planteada, limitándose a indicar que la inconstitucionalidad solo debe declararse en casos de extrema gravedad. Alega que la diferenciación que impone el art. 62 inc. 1º del Cód. Penal, en cuanto a los delitos que prevén una pena de reclusión perpetua, viola por incongruente los principios constitucionales de igualdad y de inocencia, y altera el mismo art. 62 en su inc. 2º, atento que este indica que en ningún caso podrá exceder de doce años, aun cuando hace alusión a delitos que tienen una pena máxima de 25 años (el doble) de la limitación. 
Como segunda cuestión, sostiene que dentro de una misma norma tenemos una parte, que claramente establece la imposibilidad de que cualquier delito prescriba más allá de los doce años, y punto seguido indica un término mayor para los que prevén la pena de prisión perpetua; que la norma atacada no es legítima pues lesiona la garantía de igualdad ante la ley del art. 16 CN y la de defensa en juicio del art. 18 CN, respecto de la cual prevalecerá la ineludible doctrina de la ley más benigna al reo. 

Manifiesta, que en la presenta causa, donde desde el inicio sus defendidos han estado a derecho, han comparecido, constituido domicilio y sobre todo se encuentran viviendo y trabajando en la ciudad de Villa Mercedes; no se encuentra justificativo legal para mantenerlos en vilo durante tantos años y en clara desproporción contra delitos de la misma gravedad y con leve menor pena. Que en ese sentido la prescripción cumple una función relevante en la preservación de la defensa en juicio, tiene como fundamento que el proceso penal no se extienda eternamente, pero encuentra su justificativo en aquellas causas donde el investigado no está sometido al proceso y ni siquiera fue indagado, con una pena probable aplicada el caso, concluyendo en que sus defendidos se encuentran en estado se sospecha efectiva.
3) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis, a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión. 

Analizadas las constancias de autos (fs. 903 y vta, del 9/06/15, 907 y 916), se observa que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término, encontrándose el recurrente exento de abonar el depósito judicial conforme al art. 431 del Cód. Procesal Penal. 

Ahora bien, la sentencia interlocutoria dictada por el tribunal a quem que, confirmando la resolución recurrida rechaza el pedido de prescripción de las acciones penales, no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los fines del recurso de casación interpuesto, en tanto no termina la causa ni hace imposible su continuación siendo, por el contrario, consecuencia de la decisión impugnada, la obligación de continuar los imputados sometidos a proceso. Este Superior Tribunal de Justicia se ha pronunciado al respecto: 

“La Cámara aplicó al caso el art. 67 inc. b) del Código Penal que establece que la acción penal no se ha extinguido. Esta decisión, que no clausura el proceso sino que lo impulsa, si bien causa agravio, este no es irreparable ni de imposible o insuficiente reparación ulterior (Fallos 245:204; 254:282; 257: 187; 266:47), por lo que no se lo ha de tener con carácter de sentencia definitiva. (STJSL Nº 72/08 “Abaca Hugo Rolando – Robo – Recurso de Casación”, Expte. Nº 33-A-2007). Es decir, no resuelve sobre el fondo del pleito, ni hace imposible su continuación, terminando la controversia sin que sea posible renovarla.”

“En mérito a ello, invariablemente este Alto Cuerpo ha sostenido que “...en materia criminal, como la que se trata, solo produce sentencia definitiva o resuelve cuestión constitucional el auto de sobreseimiento y la sentencia definitiva y auto fundado que dispone no instruir sumario por inexistencia del delito o causal impeditiva o extintiva de la acción penal” (S.T.J.S.L. “Fernández José y Otros – Administ. Fraudulenta - Recurso Extraordinario De Inconstitucionalidad”, 19-12-06) y “... las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva ni resultan equiparables a aquélla, salvo que su aplicación pudiera provocar un gravamen de insuficiente, imposible o tardía reparación posterior”.  (STJSL Nº 45/08 “Figueroa, Alberto Carlos y Martínez Fernández, Daniel Enrique – Homicidio Calificado – Recurso de Queja”, 19-02-08).” (STJSL-S.J. Nº 109/09 en autos: “AMIEVA, CAMILI UBALDO – HOMICIDIO - RECURSO DE CASACIÓN” Expte. Nº 28-A-07).

También la jurisprudencia ha sostenido que: 

“La resolución dictada por el tribunal a quo que rechaza el pedido de prescripción de la acción penal no reúne, por regla, la calidad de sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, en tanto no termina la causa ni hace imposible su continuación (art. 482, CPP, según t.o. Ley 11922 y sus modif.); siendo, por el contrario, consecuencia de la decisión impugnada la obligación de continuar sometido a proceso. Tampoco, es equiparable a tal, en tanto no ocasiona un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Cabría hacer una excepción a este principio en los casos en los que se verifique una prolongación injustificada del proceso, aunque es sabido que ella no afecta per se la garantía a un juicio rápido (art. 8.1, C.A.D.H.) y al debido proceso legal (art. 18, Const. Nac.), sino en cuanto una mayor celeridad sea posible y razonable. Empero, el recurrente no ha invocado ni se patentiza en el subexamen que el tiempo que ha insumido el proceso -siendo que la causa ya ha sido elevada a juicio- responda a alguna irregularidad que cuadre en los supuestos de excepción indicados. (Del voto del Dr. Soria.)” (A.,C.D. s. Recurso de casación - Amenazas - Recurso extraordinario de inaplicabilidad de la ley /// Suprema Corte de Justicia, Buenos Aires; 08-07-2003; Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires; RC J 4719/10, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia/buscador, acceso 30/10/15).
Por lo que en consecuencia, no siendo la resolución impugnada una sentencia definitiva ni equiparable a tal, ni un auto que pone fin a la acción, a la pena, o que hacen imposible que continúen las actuaciones o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena, el recurso de casación deviene improcedente por ausencia de un requisito formal de procedencia. (CNC Penal Sala I, c. 22, "BOURTENET, Jorge E.", 3/8/93; c. 26 "BORENHOLTZ, Bernardo", 4/8/93, "MONZÓN, Florencio, 30/7/93 y c. 51 "SOSA, Manuela", 1/10/93)”. STJSL,”M.M.R. C/ -- S/ Art.174 Inc.5, Art. 248 En Concurso Real - Apelación - Recurso De Casación”, 20-9-2007). 

Asimismo debo señalar, y en coincidencia con lo dictaminado a fs. 925 por el Sr. Procurador General Subrogante, que los agravios esgrimidos se refieren a la vulneración de garantías constitucionales, materia propia del recurso de inconstitucionalidad y ajena a la casación. 

Debo agregar que el presente proceso ha sido sometido a permanentes dilaciones, desde su inicio el día 15/06/2001, por denuncia efectuada por la Sra. Agente Fiscal Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, sin que a la fecha - catorce años después - se haya cumplimentado el llamado a indagatoria de los imputados, lo que significa una gravísima denegación de justicia, que vulnera derechos y garantías en perjuicio de Miguel Ángel Fonzalida, establecidas en la Constitución Nacional y los tratados internacionales sobre derechos humanos a los que la República Argentina ha adherido. Que con fecha 30/05/08 por Auto Interlocutorio obrante a fs. 473/474, el Juez del Crimen dispuso instruir sumario judicial en averiguación del delito de torturas seguidas de muerte (art. 144 ter inc. 2º C.P.), llamando a prestar declaración indagatoria a los policías Acevedo, Juan Carlos, Santana Fabio, Amaya Ramón y Ruiz José. Por Auto Interlocutorio Nº 662 de fecha 10/07/08, el mismo es dejado sin efecto, resolviéndose además devolver los autos al Juzgado de Instrucción de origen de la Segunda Circunscripción Judicial, con asiento en Villa Mercedes. (fs. 537/540). 

Luego de planteadas una serie de cuestiones de competencia, este Superior Tribunal de Justicia en fecha 22/10/09, resuelve por STJSL-S.J. Nº 593/09 (fs. 579/580) declarar la competencia del Juzgado de Instrucción Nº 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, para conocer y resolver la causa. A fs. 585/586  vta., el mismo Juez realiza un reenvío “vía extremis” al Superior Tribunal, solicitando: “una nuevo examen y que se resuelva en consonancia con las normas que rigen la cuestión, decidiendo la intervención del Juzgado de Instrucción de la 3º Circunscripción”, este Alto Cuerpo rechaza el planteo, según Resolución STJSL-S.J. Nº 96/11, de fs. 609 y vta., de fecha 23/03/11, con la expresa imposición al Juez de que no dilate más el presente proceso. 

Con fecha 19/10/12 -un año y cinco meses después de recibido el expediente- a fs. 617/619, este Juez solicita su apartamiento, en virtud de que a fs. 491 y vta. comparece el Dr. Julio Cesar Fernández Triches en calidad de “sospechado”, fundando su excusación en razones de decoro y delicadeza, “en pos de evitar visos de parcialidad que puedan afectar el deber funcional que tienen los jueces de ser imparciales…”, y fundando la causal en la amistad y el trato frecuente con el Dr. Fernández Triches y su familia, lo que es desmentido categóricamente por este último a fs. 818/819, quien solicita se rechace la excusación planteada. 

A fs. 825/827 vta., con fecha 09/05/2013, por Auto Interlocutorio Nº 194, el Dr. Leandro Estrada, Juez del Juzgado de Instrucción Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, resuelve rechazar la excusación del Dr. Alfredo Cuello; es decir, que hemos transcurrido casi cuatro años tratando las evasivas de este magistrado para hacerse responsable de la causa, por lo que considero que debería aplicársele una sanción disciplinaria por su pésima actitud. 
En conclusión, la Sentencia Interlocutoria Nº 87/15 de fecha 08/06/15 dictada por la Excma. Cámara del Crimen Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial obrante a fs. 900/902vta. de autos, no reviste el carácter de sentencia definitiva o equiparable a tal que impida la prosecución del proceso. Por tanto, repito, no ha quedado habilitada la vía de la casación. 
En consecuencia, no reuniendo los requisitos necesarios para provocar el juicio de casación, el medio recursivo en estudio deviene formalmente improcedente.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Dado la forma como se han votado las cuestiones anteriores, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores corresponde: 1) RECHAZAR el recurso de casación interpuesto por la defensa de los imputados Juan Carlos Acevedo y Fabio Santana. 2) Bajen las presentes actuaciones al Juzgado de origen, a los fines de que el Juez de Instrucción RESUELVA sobre la instrucción del sumario judicial a los imputados Acevedo, Juan Carlos, Santana Fabio, Amaya Ramón y Ruiz José. 
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

Fundamentos del Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ: Atento lo propuesto por el Sr. Ministro Dr. Uría en los considerandos de su voto, estimo que corresponde aplicar al Dr. Alfredo Cuello la sanción disciplinaria de prevención, con anotación en su legajo (art. 25 inc. 1, Ley Orgánica de Administración de Justicia).-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA y, adhieren a estos fundamentos del Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Costas al recurrente vencido. ASÍ LO VOTO.- 
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, febrero once de dos mil dieciséis.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) RECHAZAR el recurso de casación interpuesto por la defensa de los imputados Juan Carlos Acevedo y Fabio Santana.
II) Bajen las presentes actuaciones al Juzgado de origen a los fines de que el Juez de Instrucción RESUELVA sobre la instrucción del sumario judicial a los imputados Acevedo, Juan Carlos, Santana Fabio, Amaya Ramón y Ruiz José. 
III) Costas el recurrente vencido.
IV) Aplicar al Dr. Alfredo Cuello la sanción disciplinaria de prevención, con anotación en su legajo (art. 25 inc. 1, Ley Orgánica de Administración de Justicia).- Debiendo oficiarse a sus efectos. 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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